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2.º Declarar la nulidad de los Autos dictados por la 
Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Málaga, 
con sede en Melilla, de 8 de febrero, 11 de marzo y 15 de 
abril de 2003, así como la Sentencia dictada por el mismo 
órgano judicial el 5 de febrero de 2003 en el rollo de ape-
lación núm. 10-2003.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento de la pre-
sentación del escrito de recusación formulado por la 
representación procesal del demandante de amparo, para 
que por el órgano judicial se dicte resolución respetuosa 
con el derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a 13 de octubre de 2008.–María Emi-
lia Casas Baamonde.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 17411 Sala Primera. Sentencia 117/2008, de 13 de octu-
bre de 2008. Recurso de amparo 652-2006. Pro-
movido por don José Luis Díez Maraña frente a 
la Sentencia y Auto de nulidad de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Castilla y León que inadmitió su demanda 
contra el Ayuntamiento de León sobre responsa-
bilidad patrimonial (STC 73/2008). 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): acto administrativo 
declarado firme y consentido por no haber 
impugnado judicialmente en su día una denega-
ción presunta de la solicitud inicial (SSTC 6/1986 
y 39/2006), aunque dio información de los pla-
zos legales y certificó el acto presunto.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 652-2006, promovido 
por don José Luis Díez Maraña, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María del Carmen Olmos 
Gilsanz y asistido por el Abogado don Enrique Arce Main-
zhausen, contra la Sentencia de 12 de septiembre de 2005 
de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Castilla y León, sede de 
Valladolid, dictada en el procedimiento ordinario núm. 
913-2001, y contra el Auto de la misma Sección de 5 de 
diciembre de 2005, que desestima el incidente de nulidad 
promovido contra la anterior Sentencia. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Manuel Aragón Reyes, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 19 de enero de 2006 la Procura-
dora de los Tribunales doña María del Carmen Olmos Gil-
sanz, en nombre y representación de don José Luis Diez 

Maraña, interpuso recurso de amparo contra las resolu-
ciones judiciales reseñadas en el encabezamiento de la 
presente Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los que se expresan a continuación:

a) Con fecha 10 de marzo de 2000 el recurrente for-
muló ante el Ayuntamiento de León reclamación de 
indemnización por responsabilidad patrimonial por los 
daños materiales producidos el 17 de julio de 1999 en un 
automóvil de su propiedad, a consecuencia del impacto 
en los bajos del mismo de un bolardo retráctil que regula 
el acceso rodado a una calle del casco antiguo de la ciu-
dad de León. El Ayuntamiento procedió a la incoación del 
expediente (núm. 138-2000) y dirigió con fecha 11 de 
mayo de 2000 al recurrente, por medio de su Abogado 
don Enrique Arce Mainzhausen, la comunicación a que se 
refiere el art. 42.4, párrafo segundo, de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administra-
ciones públicas y del procedimiento administrativo 
común (LPC), indicando la fecha en que la solicitud ha 
sido recibida (10 de marzo de 2000), el plazo máximo nor-
mativamente establecido para la resolución y notificación 
del procedimiento (seis meses) y los efectos que pueda 
producir el silencio administrativo (desestimatorios).

b) Transcurrido el plazo establecido sin que el Ayun-
tamiento de León hubiese dictado resolución expresa, el 
recurrente solicitó el 2 de marzo de 2001 la certificación 
del acto presunto, que le fue expedida por el Ayunta-
miento el 15 de marzo de 2001 y notificada el siguiente 26 
de marzo. En dicha certificación, tras señalar que el plazo 
para dictar resolución venció el 10 de septiembre de 2000, 
debiendo considerarse desestimada la solicitud indemni-
zatoria por aplicación de lo dispuesto en el art. 142.7 LPC 
y en el art. 13.3 del Reglamento de los procedimientos de 
las administraciones públicas en materia de responsabili-
dad patrimonial, aprobado por Real Decreto 429/1993, de 
13 de enero, se indica que «contra el acto de silencio 
administrativo producido que se certifica en este docu-
mento, que pone fin a la vía administrativa, podrá inter-
ponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala 
de lo Contencioso-administrativo de Valladolid del Tribu-
nal Superior de Justicia de Castilla y León, dentro de los 
seis meses siguientes a la recepción de la presente notifi-
cación, de conformidad con lo establecido en el art. 46.1 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdic-
ción Contencioso-administrativa».

c) El 25 de mayo de 2001 el recurrente interpuso 
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Cas-
tilla y León, que lo tramitó como procedimiento ordinario 
núm. 913-2001 y dictó Sentencia el 12 de septiembre de 
2005 acordando inadmitirlo en virtud del art. 69 e) LJCA, 
acogiendo el óbice procesal alegado por el Ayuntamiento 
de León en su contestación a la demanda. Razona la Sala 
que, habiéndose producido el acto presunto desestimato-
rio el 11 de septiembre de 2000, por el transcurso del 
plazo de seis meses previsto en el art. 13.3 del Regla-
mento de los procedimientos de las administraciones 
públicas en materia de responsabilidad patrimonial, tal 
como el Ayuntamiento informó al recurrente en su comu-
nicación emitida en cumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 42.4, párrafo segundo, LPC, sin que el Ayuntamiento 
haya dictado resolución expresa de la solicitud formulada 
el 10 de marzo de 2000, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto el 25 de mayo de 2001 es extemporá-
neo por aplicación de lo dispuesto en el art. 46.1 LJCA, a 
cuyo tenor en los supuestos de silencio administrativo el 
plazo para interponer el recurso contencioso-administra-
tivo será de seis meses y se contará a partir del día 
siguiente a aquél en que, de acuerdo con su normativa 
específica, se produzca el acto presunto.
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d) Contra esta Sentencia el demandante interpuso el 
27 de octubre de 2005 simultáneamente recurso de 
amparo ante este Tribunal e incidente de nulidad de actua-
ciones ex art. 241 LOPJ ante el órgano judicial, por enten-
der que la Sentencia incurría en incongruencia omisiva al 
no resolver sobre el fondo del asunto.

El recurso de amparo, tramitado bajo el núm. 7681-
2005, fue inadmitido por la Sala Segunda de este Tribunal 
mediante STC 73/2008, de 23 de junio, de conformidad 
con lo establecido en el art. 50.1 a) en relación con el art. 
44.1 a) LOTC, por ser prematuro, al haber sido interpuesto 
cuando aún estaba abierta la vía judicial como consecuen-
cia de la presentación por el recurrente de un incidente de 
nulidad contra la Sentencia objeto del recurso de amparo 
(extremo no advertido en la demanda de amparo).

A su vez, el incidente de nulidad fue desestimado por 
Auto de 5 de diciembre de 2005 (notificado al recurrente 
con fecha 21 de diciembre), en el que la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Castilla y 
León rechaza que exista la pretendida incongruencia omi-
siva invocada por el recurrente, toda vez que, en congruen-
cia con la solicitud de inadmisibilidad del recurso por 
extemporáneo, formulada por el Ayuntamiento de León en 
su escrito de contestación a la demanda, la Sentencia apre-
ció esta causa de inadmisibilidad, lo que impide entrar en 
el fondo del asunto. Contra dicho Auto y contra la prece-
dente Sentencia de 12 de septiembre de 2005 se interpone 
el presente recurso de amparo el 19 de enero de 2006.

3. En la demanda de amparo se alega que la Senten-
cia y el Auto impugnados han vulnerado el derecho del 
recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su 
vertiente de acceso a la jurisdicción, porque la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla y León ha inadmitido por extemporáneo el 
recurso contencioso-administrativo sin tener en cuenta 
que, conforme a reiterada doctrina del Tribunal Constitu-
cional, el silencio administrativo de carácter negativo es 
una ficción legal que responde a la finalidad de que el 
interesado pueda, previos los recursos pertinentes, acce-
der a la vía judicial superando los efectos de la inactividad 
administrativa, de manera que, en estos casos, no puede 
calificarse de razonable aquella interpretación de los pre-
ceptos legales que prima la inactividad de la Administra-
ción, colocándola en mejor situación que si hubiera cum-
plido su deber de resolver (entre otras, SSTC 6/1986, de 21 
de enero; 204/1987, de 21 de diciembre; 180/1991, de 23 de 
septiembre; 86/1998, de 21 de abril; 3/2001, de 15 de enero; 
71/2001, de 26 de marzo; y 188/2003, de 27 de octubre).

4. Mediante providencia de 9 de enero de 2008 la 
Sección Primera de este Tribunal acordó la admisión a 
trámite de la demanda de amparo y, de conformidad con 
lo previsto en el art. 51 LOTC, requerir a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla y León para que en el plazo de diez días remitiese 
testimonio del procedimiento ordinario núm. 913-2001, inte-
resándose al propio tiempo el emplazamiento de quienes 
hubieran sido parte en el mencionado procedimiento, con 
excepción del recurrente en amparo, ya personado, para 
que en el plazo de diez días pudieran comparecer en el 
presente proceso constitucional, con traslado a tales efec-
tos de copia de la demanda de amparo.

5. Mediante diligencia de ordenación de 6 de mayo 
de 2008 del Secretario de Justicia de la Sala Primera de 
este Tribunal se tuvo por recibido el testimonio de las 
actuaciones remitido por la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León y se acordó dar vista de las actuaciones recibidas al 
Ministerio Fiscal y a la Procuradora del demandante de 
amparo para que presentasen alegaciones por plazo 
común de veinte días, conforme a lo dispuesto en el art. 
52.1 LOTC.

6. La representación procesal del recurrente formuló 
sus alegaciones mediante escrito registrado en este Tribu-
nal el 11 de junio de 2008, en el que reitera sustancial-
mente los argumentos de la demanda de amparo.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 25 de 
junio de 2008 el Ministerio Fiscal formuló sus alegacio-
nes. Tras exponer los antecedentes del caso y recordar la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el silencio 
administrativo, en parecidos términos a los expuestos por 
el recurrente, sostiene el Fiscal que la aplicación de esa 
doctrina al presente asunto debe conducir al otorga-
miento del amparo solicitado, porque la extemporanei-
dad del recurso contencioso-administrativo apreciada en 
la Sentencia impugnada se fundamenta en una interpre-
tación irrazonable y desproporcionada que vulnera el 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su 
vertiente de acceso a la jurisdicción, toda vez que, al no 
haber cumplido la Administración su obligación legal de 
resolver expresamente la reclamación de responsabilidad 
patrimonial formulada por el recurrente, el recurso con-
tencioso-administrativo contra la desestimación presunta 
ha de entenderse interpuesto dentro de plazo, máxime si 
se tiene en cuenta que en la certificación del acto presunto 
el Ayuntamiento de León comunicó al recurrente que 
podía interponer recurso contencioso-administrativo 
dentro de los seis meses siguientes a la recepción de la 
notificación de esa certificación, lo cual cumplió el recu-
rrente al interponer el recurso el 25 de mayo de 2001.

8. Por providencia de 9 de octubre de 2008 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este recurso de amparo consiste en 
determinar si la Sentencia dictada el 12 de septiembre de 
2005 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Castilla y León ha vulnerado el derecho 
del recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en 
su vertiente de acceso a la jurisdicción, al haber inadmi-
tido por extemporáneo su recurso contencioso-adminis-
trativo contra la desestimación presunta de su reclama-
ción de indemnización por responsabilidad patrimonial 
con fundamento en una interpretación irrazonable y con-
traria al principio pro actione de la institución del silencio 
administrativo.

Cumple advertir que ningún reproche autónomo se 
dirige en la demanda de amparo contra el Auto que des-
estima el incidente de nulidad de actuaciones formulado 
por el recurrente contra la anterior Sentencia, incidente 
que ha de entenderse promovido con el fin de agotar la 
vía judicial previa y que, atendidas las circunstancias con-
currentes en el presente caso, no puede entenderse como 
un remedio procesal manifiestamente improcedente a los 
efectos del plazo del art. 44.2 LOTC, pues la propia Sala 
entró a resolver el fondo del incidente de nulidad, deses-
timándolo, en lugar de declarar la inadmisibilidad del 
mismo (por todas, SSTC 148/2003, de 15 de julio, FJ 2, y 
127/2005, de 23 de mayo, FJ 2), sin que por otra parte se 
advierta que el recurrente haya actuado con ánimo dilato-
rio (de hecho, como ha quedado expuesto, interpuso 
simultáneamente un primer recurso de amparo que, tra-
mitado bajo el núm. 7681-2005, fue inadmitido por pre-
maturo por la STC 73/2008, de 23 de junio).

2. Efectuadas las precisiones anteriores, cabe señalar 
que el problema planteado en este recurso de amparo es 
sustancialmente idéntico al resuelto en anteriores pronun-
ciamientos de este Tribunal que constituyen una consoli-
dada doctrina sobre la fijación y cómputo de los plazos 
para impugnar actos desestimatorios presuntos por silen-
cio administrativo (SSTC 6/1986, de 21 de enero; 204/1987, 
de 21 de diciembre; 188/2003, de 27 de octubre; 39/2006, de 
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13 de febrero; 321/2006, de 20 de noviembre; 239/2007, de 
10 de diciembre; y 3/2008, de 21 de enero, por todas), doc-
trina que resulta plenamente aplicable al supuesto que 
aquí nos ocupa.

Como recuerdan el recurrente y el Fiscal, este Tribunal 
tiene reiteradamente señalado que el silencio administra-
tivo de carácter negativo es una ficción legal que res-
ponde a la finalidad de que el administrado pueda acce-
der a la vía judicial superando los efectos de inactividad 
de la Administración, de manera que en estos supuestos 
no puede calificarse de razonable aquella interpretación 
de los preceptos legales «que prima la inactividad de la 
Administración, colocándola en mejor situación que si 
hubiera cumplido su deber de resolver» [entre otras 
muchas, SSTC 6/1986, de 21 de enero, FJ 3 c); 204/1987, de 
21 de diciembre, FJ 4; 180/1991, de 23 de septiembre, FJ 1; 
294/1994, de 7 de noviembre, FJ 4; 3/2001, de 15 de enero, 
FJ 7; 179/2003, de 13 de octubre, FJ 4; 188/2003, de 27 de 
octubre, FJ 6; 220/2003, de 15 de diciembre, FJ 5; 186/2006, 
de 19 de junio, FJ 3; y 40/2007, de 6 de febrero, FJ 2]. Por 
ello hemos declarado que ante una desestimación pre-
sunta el ciudadano no puede estar obligado a recurrir en 
todo caso, so pretexto de convertir su inactividad en con-
sentimiento del acto presunto, pues ello supondría impo-
nerle un deber de diligencia que no le es exigible a la 
Administración; concluyéndose, en definitiva, que dedu-
cir de este comportamiento pasivo el consentimiento con 
el contenido de un acto administrativo presunto, en reali-
dad nunca producido, negando al propio tiempo la posibi-
lidad de reactivar el plazo de impugnación mediante la 
reiteración de la solicitud desatendida por la Administra-
ción, supone una interpretación que no puede calificarse 
de razonable y, menos aún, con arreglo al principio pro 
actione, de más favorable a la efectividad del derecho 
fundamental garantizado por el art. 24.1 CE.

3. En el presente caso conviene recordar que, tal 
como quedó indicado en los antecedentes, la reclamación 
de indemnización por responsabilidad patrimonial, for-
mulada el 10 de marzo de 2000 por el demandante ante el 
Ayuntamiento de León, no llegó en ningún momento a 
ser resuelta de forma expresa por dicha entidad local, 
pese a que, como consta en las actuaciones, se inició el pro-
cedimiento administrativo y se comunicó al recurrente 
–como exige el art. 44.4, párrafo segundo, de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Adminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo 
común (LPC)– la fecha de recepción de su reclamación, el 
plazo de resolución de la misma y los efectos, en su caso, 
del silencio administrativo.

Asimismo, consta que, en respuesta a la solicitud 
efectuada por el recurrente con fecha 2 de marzo de 2001, 
el Ayuntamiento de León expidió certificación del acto 
presunto el 15 de marzo de 2001, que fue notificada el 
siguiente 26 de marzo al recurrente, y en la que, tras seña-
lar que su reclamación por responsabilidad patrimonial 
ha de entenderse desestimada por silencio administra-
tivo, en virtud del art. 142.7 LPC y el art. 13.3 del Regla-
mento de los procedimientos de las Administraciones 
públicas en materia de responsabilidad patrimonial, se 
indica que «contra el acto de silencio administrativo pro-
ducido que se certifica en este documento, que pone fin a 
la vía administrativa, podrá interponerse recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-admi-
nistrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla y León, dentro de los seis meses siguientes a la 
recepción de la presente notificación, de conformidad con 
lo establecido en el art. 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-adminis-
trativa», habiendo el demandante interpuesto su recurso 
contencioso-administrativo contra la desestimación pre-
sunta el 25 de mayo de 2001, esto es, dentro del plazo 
indicado por la propia Administración.

Así pues, la reclamación del demandante al Ayunta-
miento de León no fue resuelta de forma expresa, por lo 
que, de acuerdo con la doctrina constitucional expuesta, 
no es posible aceptar como interpretación razonable de 
los arts. 46.1 de la Ley de la jurisdicción contencioso-
administrativa (LJCA) y 44.5 y 142.7 LPC, respetuosa con 
el derecho a la tutela judicial efectiva desde la perspectiva 
del acceso a la jurisdicción (art. 24.1 CE), la que realizó la 
Sentencia impugnada que, a pesar del incumplimiento de 
la Administración de resolver de forma expresa la solici-
tud del demandante, consideró que el plazo de seis meses 
establecido en el art. 46.1 LJCA para interponer recurso 
contencioso-administrativo comenzó a correr a partir del 
11 de septiembre de 2000, día siguiente a aquél en que se 
produjo la desestimación presunta de la reclamación (por 
el transcurso del plazo de seis meses establecido el art. 
13.3 del Reglamento de los procedimientos de las Admi-
nistraciones públicas en materia de responsabilidad patri-
monial) y expiró el 11 de febrero de 2001.

En efecto, esta interpretación se fundamenta en el 
argumento de que el Ayuntamiento de León, en el 
momento de incoar el expediente, comunicó al recu-
rrente, como exige el art. 44.4, párrafo segundo, LPC, el 
plazo de resolución de su reclamación y los efectos del 
silencio administrativo, pero no tiene en cuenta que el 
Ayuntamiento incumplió su obligación legal de resolver 
expresamente (art. 42.1 LPC) y que el propio Ayunta-
miento, al expedir el certificado del acto presunto con-
forme a lo previsto en el art. 43.5 LPC, indicó al recurrente 
que disponía de un plazo de seis meses a contar desde la 
recepción de la notificación del certificado (que tuvo lugar 
el 26 de marzo de 2001), en virtud del art. 46.1 LJCA, para 
impugnar el acto desestimatorio por silencio administra-
tivo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de 
manera que, teniendo en cuenta esta comunicación de la 
Administración, el recurso contencioso-administrativo, 
interpuesto el 25 de mayo de 2001, habría sido presen-
tado dentro del plazo legalmente establecido.

En definitiva, habiendo optado la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León, de entre las varias opciones interpretati-
vas que la normativa aplicable admitía, por la menos 
favorable al ejercicio de la acción, esto es, por la única 
que cerraba de forma irrazonable y desproporcionada el 
acceso a la jurisdicción contencioso-administrativa, en 
orden a la obtención de una resolución sobre el fondo de 
la pretensión sometida a la consideración del órgano 
judicial, no cabe sino otorgar el amparo por lesión del 
derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente, pues el 
incumplimiento por parte del Ayuntamiento de León de 
su obligación legal de resolver de forma expresa la recla-
mación presentada (art. 42 LPC) ha supuesto que se 
beneficiara de su propia inactividad, por lo que, como 
este Tribunal ha manifestado reiteradamente en la doc-
trina citada, no puede calificarse de razonable –y menos 
aún, con arreglo al principio pro actione, de más favora-
ble a la efectividad del derecho fundamental del art. 24.1 
CE– una interpretación que prime los defectos en la 
actuación de la Administración, colocándola en mejor 
situación que si hubiera cumplido su deber de resolver 
expresamente y de notificar con todos los requisitos 
legales.

Procede, en consecuencia, otorgar el amparo solici-
tado, con los efectos de anulación de la Sentencia impug-
nada, acordando la retroacción de actuaciones para que 
se dicte otra Sentencia respetuosa con el derecho funda-
mental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA, 
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Luis Diez 
Maraña y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de 12 de sep-
tiembre de 2005 de la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Cas-
tilla y León, sede de Valladolid, dictada en el procedi-
miento ordinario núm. 913-2001.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
del pronunciamiento de dicha Sentencia para que con 
plenitud de jurisdicción, pero con respeto al derecho fun-
damental reconocido, la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Cas-
tilla y León dicte la resolución que proceda en el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el deman-
dante.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a 13 de octubre de 2008.–María Emi-
lia Casas Baamonde.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 17412 Sala Primera. Sentencia 118/2008, de 13 de octu-
bre de 2008. Recurso de amparo 8822-2006. 
Promovido por don José Bermejo Vera frente a 
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Aragón que, en grado de apelación, 
desestimó su demanda contra la Diputación 
General de Aragón sobre convocatoria de pro-
visión de una plaza en el Instituto Aragonés de 
Servicios Sociales. 

Vulneración del derecho a la igualdad en el 
acceso a las funciones públicas: exclusión de 
los docentes de la provisión de puestos de tra-
bajo en la Administración pública (SSTC 48/1998 
y 129/2007).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 8822-2006, promovido 
por don José Bermejo Vera, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Isacio Calleja García, y actuando 
en defensa de su propio interés, contra la Orden de 29 de 
mayo de 2002 del Departamento de Economía, Hacienda 
y Empleo de la Diputación General de Aragón, por las que 
se convocan la provisión de la plaza de Jefe de Servicio de 
Acción Comunitaria y Centros en el Instituto Aragonés de 
Servicios Sociales, y contra la Sentencia de la Sección 
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 26 de julio de 
2006, dictada en el rollo de apelación núm. 6-2003, por la 
que se revoca la Sentencia del Juzgado de lo Conten-

cioso-Administrativo núm. 3 de Zaragoza de 26 de 
noviembre de 2002, dictada en el procedimiento abre-
viado núm. 194-2002, que había anulado la citada Orden 
de convocatoria. Ha comparecido la Letrada de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón. Ha intervenido el Ministerio 
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez 
Tremps, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 25 
de septiembre de 2006, el Procurador de los Tribunales 
don Isacio Calleja García, en nombre y representación de 
don José Bermejo Vera, quien actúa en defensa de su pro-
pio interés, interpuso recurso de amparo contra las reso-
luciones que se citan en el encabezamiento.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) El Departamento de Economía, Hacienda y 
Empleo de la Diputación General de Aragón, por Orden 
de 29 de mayo de 2002, convocó la provisión, por el sis-
tema de libre designación, del puesto de Jefe de Servicio 
de Acción Comunitaria y Centros del Instituto Aragonés 
de Servicios Sociales (núm. RPT 16217). En esta convoca-
toria se señala como requisito pertenecer al Grupo A con 
exclusión de «Sectores de Docencia, Investigación, Sani-
dad, Servicios Postales y Telegráficos, Instituciones Peni-
tenciarias y Trasporte Aéreo y Meteorología». La descrip-
ción del puesto de trabajo es «funciones propias del 
puesto en materia de servicios sociales comunitarios y 
centros propios concertados». La exclusión trae causa de 
la Orden de 11 de julio de 2001 de los Departamento de 
Presidencia y Relaciones Institucionales y de Economía, 
Hacienda y Empleo, por la que se aprueba la relación de 
puestos de trabajo del Instituto Aragonés de Servicios 
Sociales (en adelante, RPT), en la medida en que así se 
establece respecto del puesto 16217, conteniéndose como 
única justificación de dicha exclusión en el Informe de la 
Inspección General de Servicios de 25 de julio de 2000 
que «se estima procedente contemplar entre sus requisito 
de desempeño la exclusión de ciertos sectores de docen-
cia, investigación, sanidad y otros, toda vez que el conte-
nido de sus funciones por la especificidad de sus ámbitos 
profesionales no guardan relación alguna con el conte-
nido propio del puesto objeto del presente expediente».

b) El recurrente, funcionario docente, interpuso contra 
la mencionada Orden recurso contencioso-administrativo, 
que fue tramitado como procedimiento abreviado núm. 194-
2002 por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 
3 de Zaragoza. En la demanda se impugna la Orden, solici-
tando su anulación, en cuanto excluye a los funcionarios 
docentes del concurso, alegando, por un lado, que dicha 
exclusión es contraria al art. 23.2 CE y al texto refundido de 
la Ley de ordenación de la función pública de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/
1991, de 19 de febrero, que no contiene previsión restrictiva 
alguna, por lo que la exclusión carece de cobertura legal y, 
por otro, que la Orden no justifican las razones de la exclu-
sión, suponiendo una discriminación sin fundamento.

c) El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 3 de Zaragoza, por Sentencia de 26 de noviembre de 
2002, estimó parcialmente el recurso contencioso-admi-
nistrativo, declaró no conforme a Derecho la convocatoria 
impugnada, anulándola, y reconoció como situación jurí-
dica individualizada el derecho del recurrente a que no se 
le impida la participación en el concurso impugnado por 
pertenencia a un cuerpo docente. Además, también se 
acuerda el planteamiento de una cuestión de ilegalidad 
«en relación con la Orden por la que se regula la relación 
de puestos de trabajo del Instituto Aragonés de Servicios 
Sociales, en la medida en que establece la exclusión de 
docentes para el puesto de Jefe de Servicio de Acción 


